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CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS 
 
 
PRINCIPALES CRITERIOS DE CLASIFICACIÓN. 
 

Clasificar es un problema de perspectiva. Hay tantas clasificaciones como criterios 
de división. Pero la selección de éstos no debe ser caprichosa. Posible sería, aun cuando 
enteramente ocioso, dividir los libros de una biblioteca atendiendo al color de sus 
tejuelos, o formar grupos de normas de acuerdo con el número de palabras de su 
expresión verbal. Las clasificaciones tienen únicamente valor cuando responden a 
exigencias de orden práctico o a necesidades sistemáticas. Al dividir los preceptos 
jurídicos tendremos muy presente dicho postulado.  

Agruparemos las normas del derecho: 
 

a) Desde el punto de vista del sistema a que pertenecen.  
b) Desde el punto de vista de su fuente.  
c) Desde el punto de vista de su ámbito espacial de validez.  
d) Desde el punto de vista de su ámbito temporal de validez.  
e) Desde el punto de vista de su ámbito material de validez.  
f) Desde el punto de vista de su ámbito personal de validez.  
g) Desde el punto de vista de su jerarquía. 
h) Desde el punto de vista de sus sanciones.  
i) Desde el punto de vista de su cualidad. 
j) Desde el punto de vista de sus relaciones de complementación. 
k) Desde el punto de vista de sus relaciones con la voluntad de los particulares. 

 
 
1. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DEL 
SISTEMA A QUE PERTENECEN. 
 

Todo precepto de derecho pertenece a un sistema normativo. Tal pertenencia 
depende de la posibilidad de referir directa o indirectamente la norma en cuestión a otra u 
otras de superior jerarquía y, en última instancia, a una norma suprema, llamada 
constitución o ley fundamental. Todos los preceptos que se hallan mediata o 
inmediatamente subordinados a la Constitución Mexicana, por ejemplo, forman parte del 
sistema jurídico de nuestro país. 

Desde el punto de vista de la pertenencia o no pertenencia a un ordenamiento 
cualquiera, los preceptos del derecho divídense en nacionales y extranjeros. Pero puede 
ocurrir que dos o más Estados adopten (mediante un tratado) ciertas normas comunes, 
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destinadas a la regulación de determinadas situaciones jurídicas. A esas normas se les da 
entonces la denominación de derecho uniforme.1 

En principio, las que pertenecen al sistema jurídico de un país se aplican sólo en el 
territorio de éste. Mas el citado principio posee excepciones, como más adelante veremos. 
No solamente existe la posibilidad de que las normas nacionales se apliquen en territorio 
extranjero, sino la de que las extranjeras tengan aplicación en el nacional. 
 
 
2. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SU 
FUENTE. 

 
Los preceptos del derecho pueden ser formulados, según hemos visto, por órganos 

especiales (poder legislativo); provenir de la repetición más o menos reiterada de ciertas 
maneras de obrar, cuando a éstas se halla vinculado el convencimiento de que son 
jurídicamente obligatorias, o derivar de la actividad de ciertos tribunales. A los creado por 
órganos especiales, a través de un proceso regulado formalmente, se le da el nombre de 
leyes o normas de derecho escrito; a los que derivan de la costumbre se les denomina de 
derecho consuetudinario o no escrito;2 a los que provienen de la actividad de 
determinados tribunales —como la Corte Suprema entre nosotros— se les llama, por 
último, de derecho jurisprudencial. 
 
 
3. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SU 
AMBITO ESPACIAL DE VALIDEZ. 

 
El ámbito de validez de las normas del derecho debe ser considerado, según 

Kelsen, desde cuatro puntos de vista: el espacial, el temporal, el material y el personal. 
El ámbito espacial de validez es la porción del espacio en que un precepto es aplicable; el 

                                                           
1 "La presencia de un derecho uniforme elimina el problema del conflicto de varias normas en el 
espacio, así como la necesidad de un derecho internacional privado. Como resultado de este 
movimiento se ha obtenido un proyecto para un código común italo-francés de obligaciones y 
contratos, así como la Convención de Ginebra sobre el derecho uniforme cambiario, de 7 de 
junio de 1930, convertida en ley interna del Estado italiano por decreto ley 1130 de 25 de 
agosto de 1932 y en ley por ley 1946 del 22 de diciembre del propio año." MARIO AILARA, Le 
nozioni fondamentali del diritto prívalo. I, Torino, 1932, pag. 49. La ley uniforme de Ginebra 
sobre la letra de cambio ha sido adoptada por los siguientes países: Alemania (1933); 
Dinamarca (23 de marzo de 1932); Finlandia (14 de julio de 1932); Francia (decreto-ley de 30 
de octubre de 1936; ley de 8 de abril de 1936); Grecia (9 de marzo de 1932); Japón (15 de julio 
de 1932); Mónaco (18 de febrero de 1933); Noruega (27 de mayo de 1932); Polonia (28 de abril 
de 1936); Portugal (29 de marzo de 1934); Suecia (13 de mayo de 1932); Suiza (18 de 
diciembre de 1936). Datos tomados de la obra de I`. ARMINJON v P. CARRY. La lettre de change 
et le billet á ordre, París, 1938, pág. 591. 
2 Esta designación aplicábase entre los griegos al derecho natural. 
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temporal está constituido por el lapso durante el cual conserva su vigencia; el material, 
por la materia que regula, y el personal, por los sujetos a quienes obliga.3 

Si nos colocamos en el primero de los cuatro ángulos visuales a que alude Kelsen, 
descubriremos que los preceptos del derecho pueden ser generales o locales. Pertenecen 
al primer grupo los vigentes en todo el territorio del Estado; al segundo, los que sólo 
tienen aplicación en una parte del mismo. El Código Federal de Procedimientos Civiles, 
por ejemplo, está integrado por normas generales; el Civil del Distrito Federal, en cambio, 
tiene carácter local, como su nombre lo indica. Si aplicamos el citado criterio al derecho 
mexicano, descubriremos que en nuestro país existen, desde ese punto de viste, tres 
categorías de leyes, a saber: federales, locales y municipales. Esta clasificación se basa en 
los preceptos de la Constitución relativos a la soberanía nacional y la forma de gobierno.4 
Las federales son aplicables en toda la República; las locales, en las partes integrantes de 
la Federación y del territorio nacional; las municipales, en la circunscripción territorial del 
municipio libre. 
 
 
4. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SU 
AMBITO TEMPORAL DE VALIDEZ. 
 

Las normas jurídicas pueden ser de vigencia determinada o indeterminada. 
Podemos definir las primeras como aquellas cuyo ámbito temporal de validez formal se 
encuentra establecido de antemano; las segundas, como aquellas cuyo lapso de vigencia 
no se ha fijado desde un principio. Puede darse el caso de que una ley indique, desde el 
momento de su publicación, la duración de su obligatoriedad. En esta hipótesis, pertenece 
a la primera de las dos categorías. En la hipótesis contraria pertenece a la segunda, y sólo 
pierde su vigencia cuando es abrogada, expresa o tácitamente. 
 
 
5. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SU 
AMBITO MATERIAL DE VALIDEZ. 
 

Los preceptos del derecho pueden también ser clasificados de acuerdo con la 
índole de la materia que regulan. Esta clasificación tiene su fundamento en la división del 
derecho objetivo en una serie de ramas. Desde este punto de vista, los preceptos jurídicos 
agrúpanse en reglas de derecho público y de derecho privado. Las primeras divídense, a 
                                                           
3 HANS KELSEN, El Contrato y el Tratado, México, 1943, pág. 53. 
4 A la soberanía nacional y a la forma de gobierno se refieren los artículos 39 a 41 de la 
Constitución Federal. El artículo 42 dice que el territorio nacional comprende: “I. El de las partes 
integrantes de la Federación; II. El de las islas, incluyendo los arrecifes y cayos en los mares 
adyacentes; III. El de las islas de Guadalupe y las de Revillagigedo, situadas en el Océano 
Pacifico; IV. La plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas, cayos y arrecifes; 
V. Las aguas de los mares territoriales en la extensión y términos que fija el Derecho 
Internacional, y las marítimas interiores, y VI. El espacio situado sobre el territorio nacional, con 
la extensión y modalidades que establezca el propio Derecho Internacional" 
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su vez, en constitucionales, administrativas, penales, procesales e internacionales; las 
segundas, en civiles y mercantiles. Las que pertenecen a las llamadas disciplinas de 
creación reciente (derecho del trabajo, derecho agrario) no siempre son clasificadas del 
mismo modo. En nuestro país tienen el carácter de preceptos de derecho público. La 
determinación de la índole, privada o pública, de un precepto, así como la inclusión del 
mismo en alguna de las ramas que hemos mencionado, no sólo posee interés teórico, sino 
enorme importancia práctica. Para demostrarlo, citaremos por vía de ejemplo algunas 
disposiciones del derecho patrio. El artículo 6 del Código Civil del Distrito Federal dice 
que "la voluntad de los particulares no puede eximir de la observancia de la ley, ni 
alterarla o modificarla. Sólo pueden renunciarse los derechos privados que no afecten 
directamente el interés público, cuando la renuncia no perjudique derechos de terceros". 
El artículo 8º del propio ordenamiento dispone: "Los actos ejecutados contra el tenor de 
las leyes prohibitivas o de interés público serán nulos, excepto en los casos en que la ley 
ordene lo contrario." Otro ejemplo: el artículo 14 constitucional, en sus dos últimos 
párrafos, establece que "en los juicios del orden criminal queda prohibirlo imponer, por 
simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una 
ley exactamente aplicable al delito de que se trate. En los juicios del orden civil, la 
sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y 
a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho." La aplicación de tales 
disposiciones supone el conocimiento previo de la índole (civil, penal, etc.), de los 
diversos preceptos. 
 
 
6. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SU 
AMBITO PERSONAL DE VALIDEZ. 
 

Desde el punto de vista de su ámbito personal de validez, las normas del derecho 
divídense en genéricas e individualizadas. Llámanse genéricas las que obligan o facultan 
a todos los comprendidos dentro de la clase designada por el concepto-sujeto de la 
disposición normativa; reciben el nombre de individualizadas las que obligan o facultan a 
uno o varios miembros de la misma clase, individualmente determinados. 

De acuerdo con el artículo 1860 del Código Civil del Distrito Federal, si un 
establecimiento ofrece al público objetos en determinado precio, el dueño del 
establecimiento debe sostener el precio. Esta norma, como todas las jurídicas, consta de 
dos partes: supuesto y disposición. El supuesto del artículo 1860 del Código Civil del 
Distrito Federal está constituido por la hipótesis de que un establecimiento comercial 
ofrezca al público objetos en determinado precio; la disposición estatuye que, en tal 
hipótesis, el dueño está obligado a sostener su oferta. Ahora bien: como el concepto-
sujeto de la disposición normativa es "dueño del establecimiento", la norma es aplicable a 
todos los miembros de la clase designada por aquel concepto. Expresado en otro giro: 
todos los dueños de establecimientos comerciales tienen el deber de sostener el precio de 
sus artículos, si los han ofrecido al público en una determinada cantidad. 
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A diferencia de las genéricas, las individualizadas únicamente obligan o facultan a 
uno o varios miembros, individualmente determinados, de la clase designada por el 
concepto-sujeto de la norma genérica que les sirve de base. Por ejemplo: la sentencia que 
condena a Juan Pérez a veinte años de cárcel, por la comisión de un homicidio, es una 
norma individualizada, ya que solamente es aplicable al acusado; pero el fundamento del 
fallo reside en una norma genérica, según la cual, quienes den muerte a un semejante en 
tales o cuales circunstancias, deberán sufrir tal o cual pena. Mientras la disposición 
genérica se refiere a todos los emprendidos dentro de la clase designada por el concepto 
jurídico "homicida", la sentencia judicial sólo se aplica a un miembro, individualmente 
determinado, de la misma clase. 

Las normas individualizadas divídense en privadas y públicas. Las primeras 
derivan de la voluntad de los particulares, en cuanto éstos aplican ciertas normas 
genéricas; las segundas, de la actividad de las autoridades. Tienen carácter privado los 
contratos y los testamentos; público, las resoluciones judiciales y administrativas 
(sentencias, concesiones, etcétera). Los tratados internacionales deben considerarse 
también como normas individualizadas de índole pública. 
 
 
7. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SU 
JERARQUÍA. 
 

Los preceptos que pertenecen a un sistema jurídico pueden ser del mismo o de 
diverso rango. En la primera hipótesis hay entre ellos una relación de coordinación; en la 
segunda, un nexo de supra o subordinación. La existencia de relaciones de este último 
tipo permite la ordenación escalonada de aquellos preceptos y revela, al propio tiempo, el 
fundamento de su validez. 

El problema del orden jerárquico normativo fue planteado por vez primera en la 
Edad Media, siendo poco más tarde relegado al olvido. En los tiempos modernos, Bierling 
resucitó la vieja cuestión. El mencionado jurista analiza la posibilidad de establecer una 
jerarquización de los preceptos del derecho, y considera ya, como partes constitutivas del 
orden jurídico, no solamente la totalidad de las normas en vigor, sino la individualización 
de éstas en actos como los testamentos, las resoluciones administrativas, los contratos y 
las sentencias judiciales. 

El desenvolvimiento de las ideas de Bierling y la creación de una teoría jerárquica 
de las normas débense al profesor vienés Adolph Merkl. Hans Kelsen ha incorporado a su 
sistema la teoría de su colega, y el profesor Verdross, otro de los representantes de la 
misma escuela, ha llevado a cabo interesantes trabajos sobre el propio tema. 

Es un error muy difundido entre legos y doctos —dice Merkl— el que consiste en 
creer que el orden jurídico se agota o resume en un conjunto más o menos numeroso de 
preceptos de general observancia. Al lado de las leyes, dicho mejor, subordinados a ellas 
y por ellas condicionados, aparecen los actos jurídicos en su infinita variedad y 
multiplicidad. Tales actos son en todo caso individualización de preceptos generales, 
como dice Bierling. Merkls da a dichos actos la designación de normas especiales o 
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individualizadas, para distinguirlos de las generales o abstractas. Unas y otras forman el 
orden jurídico total. 

El precepto jurídico que establece: "en tales circunstancias, el arrendatario de una 
finca urbana está obligado a ejecutar X obras o a indemnizar al dueño por los deterioros 
que sufra el inmueble" es norma general. Es también una regla abstracta, que cabe aplicar 
a un número ilimitado de situaciones concretas. En cambio, la sentencia que resuelve: "el 
inquilino Fulano está obligado a ejecutar, en un plazo de un mes, X obras en la casa Y, o a 
pagar al propietario Mengano tantos pesos, a título de indemnización por tales o cuales 
deterioros que la finca presenta", es norma individualizada. La sentencia de nuestro 
ejemplo no se refiere ya a un contrato de arrendamiento in abstracto, sino a un negocio 
jurídico concreto, del cual derivan ciertas consecuencias. 

El proceso merced al cual una situación jurídica abstracta transfórmase en concreta 
y una norma general se individualiza, denomínase aplicación. Si examinamos el derecho a 
la luz de su aplicación descubriremos —dice A. Merkl— el criterio que permite establecer 
una ordenación jerárquica entre las diversas normas de aquél, y entre éstas y los actos ju-
rídicos. 

El proceso de aplicación es una larga serie de situaciones que se escalonan en 
orden de generalidad decreciente. Toda situación jurídica hállase condicionada por una 
norma abstracta. Las de general observancia, que en relación con los actos jurídicos son 
condicionantes, encuéntranse, a su vez, condicionadas por otros preceptos de mayor ran-
go. Una norma es condicionante de otra, cuando la existencia de ésta depende de la de 
aquélla. Los actos jurídicos son condicionados por las normas del derecho, porque tanto la 
formación cuanto la validez y consecuencias de los mismos derivan de dichas normas, y 
en ellas encuentran su fundamento. La existencia de un contrato está condicionada por 
ciertas disposiciones de carácter general que establecen las formas de contratación, las 
reglas de capacidad, los requisitos de validez y las consecuencias jurídicas de los diversos 
negocios. Un negocio jurídico concreto, que en relación con tales normas se halla en un 
plano de subordinación, constituye, relativamente a las partes, y por lo que toca a las 
consecuencias de derecho, una norma o conjunto de normas determinantes. En este 
sentido se dice que los contratos son ley para quienes los celebran (lex ínter partes). 
Dicha ley (norma individualizada, según la terminología de los juristas vieneses) es 
condicionante de las consecuencias del negocio, las cuales, a su vez, se hallan 
condicionadas por ella. 

Toda norma constituye, relativamente a la condicionante de que deriva un acto de 
aplicación. El orden jurídico es una larga jerarquía de preceptos, cada uno de los cuales 
desempeña un papel doble: en relación con los que le están subordinados, tiene carácter 
normativo; en relación con los supraordinados, es acto de aplicación. Todas las normas 
(generales o individualizadas, abstractas o concretas), poseen dos caras, como la testa de 
Jano. Si se las examina desde arriba, aparecen ante nosotros como actos de aplicación; si 
desde abajo, como normas. 

Pero ni todas las normas ni todos los actos ofrecen tal duplicidad de aspecto. El 
ordenamiento jurídico no es una sucesión interminable de preceptos determinantes y actos 
determinados, algo así como una cadena compuesta por un número infinito de eslabones, 
sino que tiene un límite superior y otro inferior. El primero denomínase norma 
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fundamental; el segundo está integrado por los actos finales de ejecución, no susceptibles 
ya de provocar ulteriores consecuencias. 

La norma suprema no es un acto, pues, como su nombre lo indica, es un principio 
límite, es decir, una norma sobre la que no exista ningún precepto de superior categoría. 
Por su parte, los actos postreros de aplicación carecen de significación normativa, ya que 
representan la definitiva realización de un deber jurídico (un ser, por consiguiente). 

El orden jerárquico normativo de cada sistema de derecho se compone de los 
siguientes grados: 
 

1. Normas constitucionales. 
2. Normas ordinarias. 
3. Normas reglamentarias. 
4. Normas individualizadas. 

 
Tanto los preceptos constitucionales como los ordinarios y reglamentarios son 

normas de carácter general; las individualizadas, en cambio, refiérense a situaciones 
jurídicas concretas. 

Las leyes ordinarias representan un acto de aplicación de preceptos 
constitucionales. De manera análoga, las reglamentarias están condicionadas por las 
ordinarias, y las individualizadas por normas de índole general. Algunas veces, sin 
embargo, una norma individualizada puede encontrarse condicionada por otra del mismo 
tipo, como ocurre, por ejemplo, cuando una sentencia se funda en un contrato. 

Ciertos autores dividen las leyes ordinarias en dos grupos, a saber: de organización 
y de comportamiento.5 A las primeras suele llamárseles orgánicas. Su fin primordial 
consiste, como el nombre lo indica, en la organización de los poderes públicos, de 
acuerdo con las normas constitucionales. Las segundas tienen como finalidad esencial 
regular la conducta de los particulares. Esta distinción no debe ser tomada demasiado al 
pie de la letra, porque hay ciertos cuerpos de leyes que encierran, al lado de una serie de 
normas de organización, numerosas reglas dirigidas exclusivamente a los particulares. A 
los ordenamientos de este género podríamos llamarlos mixtos. La Ley del Trabajo, 
verbigracia, es una ley mixta, ya que no solamente rige las relaciones entre obreros y 
patrones, sino la organización y funcionamiento de las Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

Las ordinarias son a las constitucionales lo que las reglamentarias a las ordinarias. 
En rigor, toda norma subordinada a otra aplica o reglamenta a ésta en algún sentido. 
Ejemplifiquemos: la Ley del Petróleo encuéntrase subordinada al artículo 27 de la 
Constitución Federal y es, al propio tiempo, reglamentación del mismo, así como el 
Reglamento de la Ley del Petróleo deriva de aquella ley. 
 
 
 
 
 
                                                           
5 MARIO AILARA. Le nozioni fondamentali del diritto privato. I, pág. 2. Torino, 1938. 
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EL ORDEN JERÁRQUICO NORMATIVO EN EL DERECHO MEXICANO. 
 

El problema de la ordenación jerárquica de los preceptos que pertenecen a un 
mismo sistema se complica extraordinariamente cuando el sistema corresponde a un 
Estado de tipo federal. Tomando en cuenta esta circunstancia, haremos especial referencia 
al orden jurídico de nuestro país. 

El artículo 40 de la Constitución de los Estados Luidos Mexicanos establece que: 
"Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, 
democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a 
su régimen interior; pero unidos en una federación establecida según los principios de esta 
ley fundamental." Y el artículo siguiente dispone: "El pueblo ejerce su soberanía por 
medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de 
los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente 
establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que 
en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.” 

El principio que determina las atribuciones que respectivamente corresponden a los 
Poderes de la Unión y de los Estados, es el que consagra el artículo 124 de la propia 
Constitución: "Las facultades que no están expresamente concedidas por esta 
Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados." 

Según el artículo 49 constitucional reformado, "el Supremo Poder de la Federación 
se divide, para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

"No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, 
ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al 
Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29.6 En ningún otro caso, 
salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades 
extraordinarias para legislar". 

El Capítulo II del Título Tercero de la Constitución Federal refiérese a la 
organización y funcionamiento del Poder Legislativo; el Capítulo III versa sobre el Poder 
Ejecutivo, y el IV reglamenta las atribuciones del Poder Judicial de la Federación. 

El precepto fundamental del orden jerárquico normativo del derecho mexicano lo 
formula el artículo 133: "Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 
emanen de ella, y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que 
se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la ley 
suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, 
                                                           
6 Artículo 29 constitucional. "En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública o 
cualquiera otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de 
la República Mexicana, de acuerdo con los titulares de las Secretarias de Estado, los 
Departamentos Administrativos y la Procuraduría General de la República y con aprobación del 
Congreso de la Unión, y en los recesos de éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender 
en todo el país, o en lugar determinado, las garantías que fuesen obstáculo para hacer frente, 
rápida y fácilmente, a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio de 
prevenciones generales y sin que la suspensión se contraiga a determinado individuo. Si la 
suspensión tuviese lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones 
que estime necesarias para que el Ejecutivo haga frente a la situación. Si la suspensión se 
verificase en tiempo de receso, se convocará sin demora al Congreso para que la acuerde. 
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Leyes y Tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las 
constituciones o leyes de los Estados" (Principio de la supremacía de la Constitución). 

El precepto revela que los dos grados superiores de la jerarquía normativa están 
integrados, en nuestro derecho: 

 
1. Por la Constitución Federal. 
2.  Por las leyes federales y los tratados internacionales. 
 
Las leyes federales y los tratados internacionales tienen, pues, de acuerdo con la 

disposición anteriormente transcrita, exactamente el mismo rango. 
Por lo que toca a los siguientes grados es indispensable separar, tomando en cuenta 

las disposiciones de los artículos 42, 43, 44 y 48 constitucionales, las normas cuyo ámbito 
espacial de vigencia está constituido por el territorio de los Estados de la Federación y el 
de las islas sobre las que hasta la fecha hayan ejercido jurisdicción los Estados, de 
aquellas otras que se aplican en las demás partes integrantes del territorio nacional.7 

Vienen en seguida las locales ordinarias (orgánicas, de comportamiento o mixtas). 
El quinto peldaño de la escala jerárquica corresponde a las normas reglamentarias; el 
sexto a las municipales y el último a las individualizadas (contratos, resoluciones 
judiciales y administrativas, testamentos). 

Relativamente a las otras partes de la Federación, la jerarquía es más sencilla. 
Después de la Constitución Federal, leyes federales y tratados, aparecen las normas 
locales (leyes, reglamentos, decretos);8 luego las disposiciones reglamentarias y, en 
último término, las normas individualizadas.  

                                                           
7 Artículo 48: Las islas, los cayos y arrecifes de los mares adyacentes que pertenezcan al 
territorio nacional, la plataforma continental, los zócalos submarinos de las islas, de los cayos y 
arrecifes, los mares territoriales, las aguas marítimas interiores y el espacio situado sobre el 
territorio nacional, dependerán directamente del Gobierno de la Federación, con excepción de 
aquellas islas sobre las que hasta la fecha hayan ejercido jurisdicción los Estados". 
8 Refiriéndose al artículo 70 de la Constitución Federal, el profesor Fraga escribió lo siguiente: 
"En la discusión habida en el Constituyente con motivo de ese precepto, el Diputado Moreno 
expresó la conveniencia de que las resoluciones del Congreso tengan el carácter de ley o 
decreto, estableciendo la distinción de que mientras la ley se refiere a un objeto general, d 
decreto sólo comprende un objeto particular. Sin embargo, en esa ocasión se adoptó el criterio 
de la Comisión, según el cual toda resolución legislativa del Congreso no puede tener mas 
carácter que el de ley (Zarco, Sesión del 15 de octubre de 1856. Tomo II, pág. 499). 
 “Posteriormente, en la reforma constitucional de 13 de noviembre de 1874, el artículo 64 
de la Constitución de 1857, que corresponde al 70 de la de 1917, se modificó aceptando que 
las resoluciones del Congreso tienen el carácter de leyes o decretos, como lo había propuesto 
desde el principio el Diputado Moreno. La Constitución no desconoce, pues, que entre las activi-
dades del Poder Legislativo puede establecerse una diferencia en razón de la diversa naturale-
za de las resoluciones en las que se concreta aquella actividad y, a pesar de ello, a todas las 
sujeta al mismo régimen, como veremos en seguida, únicamente por ser actos que emanan del 
mismo Poder. Debemos aclarar que la distinción a que nos venimos refiriendo se ha echado al 
olvido en la práctica, en donde propiamente no se sigue ningún criterio para distinguir una ley 
de un decreto." Derecho Administrativo, pág. 28 (primera edición). 
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Para mayor claridad ofrecemos el siguiente cuadro: 
 
 

DERECHO FEDERAL 
 
1. Constitución Federal.   2. Leyes Federales y Tratados. 

 
DERECHO LOCAL 

 
1. Leyes ordinarias.   Constituciones locales.  

Leyes ordinarias. 
2. Leyes reglamentarias.   Leyes reglamentarias. 

Leyes municipales. 
3. Normas individualizadas.  Normas individualizadas. 

 
AMBITO ESPACIAL DE VIGENCIA:  AMBITO ESPACIAL DE VIGENCIA: 

 
Distrito Federal y zonas a que se  Estados Federados y zonas 
refiere el art. 48 constitucional.  dependientes de los Gobiernos de 

dichos Estados, según 
el art. 48 constitucional. 

 
 
 
8. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SUS 
SANCIONES. 
 

Inspirándose en doctrinas romanas, el jurista ruso N. Korkounov divide los 
preceptos del derecho en cuatro grupos, desde el punto de vista de sus sanciones: 
 

1.  Leges perfectae. 
2. Leges plus quam perfectae. 
3. Leges minus quam perfectae. 
4. Leges imperfectae. 
 
Se da el nombre de leyes perfectas a aquellas cuya sanción consiste en la 

inexistencia o nulidad de los actos que las vulneran. Dícese que tal sanción es la más 
eficaz, porque el infractor no logra el fin que se propuso al violar la norma. Algunas veces 
el acto violatorio es considerado por la ley como inexistente para el derecho, lo que 
equivale a privarlo de consecuencias jurídicas; otras, puede engendrar ciertos efectos, 
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pero existe la posibilidad de nulificarlos. Los autores de derecho civil suelen distinguir 
tres grados de invalidez: inexistencia, nulidad absoluta y nulidad relativa.9  

La sanción de las normas jurídicas no siempre tiende al restablecimiento de las 
cosas al estado que guardaban antes del entuerto. Éste consúmase a veces de modo 
irreparable, como ocurre, verbigracia, tratándose de los delitos de ultraje a la bandera 
nacional o de homicidio. En tal hipótesis, la norma sancionadora impone al infractor un 
castigo y exige, además, una reparación pecuniaria. Los preceptos sancionados en esta 
forma recibían de los romanos la denominación de leges plus quam perfectae. 

Un tercer grupo de normas está integrado por aquellas cuya violación no impide 
que el acto violatorio produzca efectos jurídicos, pero hace al sujeto acreedor a un castigo. 
A los preceptos de esta índole llámaseles leges minus quam perfectae. 

Pongamos un ejemplo: el artículo 159 del Código Civil del Distrito Federal dice 
que "el tutor no puede contraer matrimonio con la persona que ha estado o está bajo su 
guarda, a no ser que obtenga dispensa, la que no se le concederá por el Presidente 
Municipal respectivo, sino cuando hayan sido aprobadas las cuentas de la tutela". La 
violación de este precepto no es causa de nulidad del matrimonio, según se infiere de la 
disposición contenida en el artículo 160 del mismo Código: "Si el matrimonio se 
celebrare en contravención de lo dispuesto en el artículo anterior, el juez nombrará 
inmediatamente un tutor interino que reciba los bienes y que los administre mientras se 
obtiene la dispensa." Con el precepto transcrito relaciónase el 264 del propio 
ordenamiento. Este última dice que "es ilícito, pero no nulo, el matrimonio: I. Cuando se 
ha contraído estando pendiente la decisión de un impedimento que sea susceptible de 
dispensa;10 II. Cuando no se ha otorgado la previa dispensa que requiere el artículo 159, y 
cuando se celebre sin que hayan transcurrido los términos fijados en los artículos 158 y 
289".11 

                                                           
9 Acto inexistente es el "que no reúne los elementos de hecho que supone su naturaleza o su objeto y en 
ausencia de los cuales es lógicamente imposible concebir su existencia" (Aubry et Rau, t. I, párrafo 7, 
págs. 118 y 119; Planiol, t. I, Nº 345). O, en otros términos: "El acto inexistente es aquel que no ha podido 
formarse en razón de la ausencia de un elemento esencial para su existencia. Falta al acto alguna cosa 
de fundamental, alguna cosa que es, si se puede hablar así, de definición. Semejante acto carece de 
existencia a los ojos de la ley; es una apariencia sin realidad, la nada. La ley no se ocupa de él. No había, 
en efecto, por qué organizar la teoría de la nada" (BAUDRY-LACAMTINERIE, Précis, t. I, Nº 102-112)... "A 
diferencia del acto inexistente, el acto nulo reúne las condiciones esenciales para la existencia de todo 
acto jurídico, pero se encuentra privado de efectos por la ley... La nulidad absoluta es la que ataca a los 
actos que se ejecutan materialmente en contravención a un mandato o a una prohibición de una ley 
imperativa o prohibitiva, es decir de orden público" Tales son los contratos que tienen por objeto un acto 
ilícito. La nulidad relativa es una medida de protección que la ley establece a favor de personas 
determinadas, por ejemplo, los incapaces (BAUDRY-LACANTINERIE, Précis. t. I, núms. 102-17; Planiol, t. I, 
Nº 341; Colin et Capitant, t. I, Nº 64 et 67)." MANUEL BORJA SORIANO, Teoría General de las Obligaciones, 
Ed. Porrúa, México, 1939, t. I, págs. 132 y 133. (Consultar, en la misma obra, las páginas relativas a 
nuestros códigos civiles de 1884 y 1928, págs. 153 a 155, así como el resumen de las ideas de Japiot, 
Piedelievre y Bonnecase sobre aquellos conceptos; págs. 138 a 153). Ver además, los siguientes 
artículos del Código Civil del Distrito Federal: 8, 2224, 2225, 2226, 2227, 2228, 2239, 2240 y 2241. 
10 Ver artículo 156 del Código Civil del Distrito Federal. 
11 Artículo 158. "La mujer no puede contraer matrimonio, sino hasta pasados trescientos días después de 
la disolución del anterior, a menos que dentro de ese plazo diere a luz un hijo. En los casos de nulidad o 
de divorcio, puede contarse este tiempo desde que se interrumpió la cohabitación." 

 75



Introducción al Estudio del Derecho 
 

El artículo 265 establece que "los que infrinjan el artículo anterior, así como los 
que siendo mayores de edad contraigan matrimonio con un menor sin autorización de los 
padres de éste, del tutor o del juez, en sus respectivos casos, y los que autoricen esos 
matrimonios, incurrirán en las penas que señala el Código de la materia". 

El último grupo de la clasificación está integrado por las leyes imperfectas, es 
decir, las que no se encuentran provistas de sanción. Las no sancionadas jurídicamente 
son muy numerosas en el derecho público y, sobre todo, en el internacional. Las que fijan 
los deberes de las autoridades supremas carecen a menudo de sanción, y lo propio ocurre 
con casi todos los preceptos reguladores de relaciones jurídicas entre Estados Soberanos. 
Por otra parte, hay que tener en cuenta que sería imposible sancionar todas las normas 
jurídicas, como lo ha observado agudamente Petrasizky. En efecto: cada norma 
sancionadora tendría que hallarse garantizada por una nueva norma, y ésta por otra, y así 
sucesivamente. Pero como el número de los preceptos que pertenecen a un sistema de 
derecho es siempre limitado, hay que admitir, a fortiori, la existencia de normas jurídicas 
desprovistas de sanción. 
 
 
9. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SU 
CUALIDAD. 
 

Desde este punto de vista se dividen en positivas (o permisivas) y negativas (o 
prohibitivas). Son positivas las que permiten cierta conducta (acción u omisión); 
negativas, las que prohiben determinado comportamiento (acción u omisión). Lo que 
determina la cualidad de las normas jurídicas no es, como lo afirman algunos autores, el 
hecho de que unas, a las que llaman preceptivas, prescriban una acción, y otra" a las que 
llaman negativas, impongan una omisión.12 Las que ordenan la  omisión de una conducta 
prohibida, por ejemplo, no son negativas, porque la omisión de tal conducta es, a un 
tiempo, obligatoria y lícita. La cualidad, positiva o negativa, de las normas jurídicas no 
depende, pues, de que prescriban acciones o impongan omisiones, sino de que permitan o 
prohiban, ya una acción, ya una omisión. Esto equivale a sostener que las positivas 
atribuyen a un sujeto la facultad de hacer o de omitir algo, en tanto que las prohibitivas le 
niegan tal facultad. Objeto de las primeras es en todo caso una conducta jurídicamente 
lícita (acción u omisión); objeto de las segundas es, en cambio, un proceder jurídicamente 
ilícito (acción u omisión). Las prescriptivas son positivas, pues es evidente que permiten 
lo mismo que mandan, según lo expresa el siguiente principio de la ontología formal del 
derecho: "todo lo que está jurídicamente ordenado está jurídicamente permitido”.13 Y 
                                                           
12 "El imperativo puede asumir una forma positiva o negativa: de aquí la distinción de las normas 
jurídicas en preceptivas y prohibitivas. Son preceptivas las normas que imponen el 
cumplimiento de actos determinados; y son prohibitivas, las que imponen ciertas omisiones." 
DEL VECCHIO, Filosofía del Derecho, trad. RECASÉNS SICHES, 2ª ed., vol. I, pág. 433. 
13 Cfr. E. GARCÍA MÁYNEZ, Introducción a la Lógica Jurídica, Fondo de Cultura Económica. 
México, 1951, II, cap. VI, 8, págs. 190-197. y Los principios de la Ontología Formal del Derecho 
y su expresión simbólica. Colección Cultura Mexicana. Imprenta Universitaria. México, 1953. IV, 
págs. 31-36. 
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como los procederes jurídicamente obligatorios pertenecen a la clase de los jurídicamente 
permitidos, es obvio que las normas que los prescriben son implícitamente permisivas. 
 
 
10. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SUS 
RELACIONES DE COMPLEMENTACIÓN. 
 

Hay normas jurídicas que tienen por sí mismas sentido pleno, en tanto que otras 
sólo poseen significación cuando se les relaciona con preceptos del primer tipo. Cuando 
una regla de derecho complementa a otra, recibe el calificativo de secundaria. Las 
complementadas, por su parte, llámanse primarias. Las secundarias no encierran una 
significación independiente, y sólo podemos entenderlas en relación con otros preceptos.  

Son secundarias: 
 

a) las de iniciación, duración y extinción de la vigencia;  
b) las declarativas o explicativas;  
c) las permisivas; 
d) las interpretativas; 
e) las sancionadoras, 
 
Llamamos de iniciación de la vigencia a las que indican en qué fecha entrará en 

vigor una disposición legal determinada. Los preceptos a que aludimos son secundarios, 
porque se hallan referidos a otro u otros que, por tanto, tienen el carácter de reglas 
primarias. Las normas sobre iniciación de la vigencia suelen encontrarse contenidas en los 
llamados "artículos transitorios". 

Son secundarias también las que fijan el tiempo en que una ley estará en vigor, así 
como las que extinguen la fuerza obligatoria de otra norma. 

Las de extinción de la vigencia pueden abolir todo un conjunto de leyes, caso en el 
cual se llaman abrogatorias, o solamente algunas de las disposiciones de un 
ordenamiento legal, y entonces reciben la denominación de preceptos derogatorios. Tanto 
la abrogación como la derogación pueden ser tácitas o expresas. 

Las normas de que acabamos de tratar son especies de un mismo género, al que 
correspondería el nombre de normas de vigencia. 

Tienen igualmente carácter secundario las que explican o definen los términos 
empleados en otros preceptos. En los códigos es frecuente el uso de vocablos que poseen 
diversas significaciones, además de la propiamente jurídica. La acepción en que el 
legislador toma los tecnicismos de que se vale suele explicarse en nuevas normas, las 
llamadas de definición, o declarativas. 

Citaremos, como ejemplo, los artículos 303 y 308 del Código Civil del    Distrito 
Federal. El primero dice que "los padres están obligados a dar alimentos a sus hijos. A 
falta o por imposibilidad de los padres, la obligación recae en los demás ascendientes por 
ambas líneas que estuvieren más próximos en grado”. Esta disposición tiene carácter 
primario en relación con el segundo artículo, porque el 308 establece qué debe entenderse 
por alimentos. "Los alimentos comprenden —según dicho precepto— la comida, el 
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vestido, la habitación y la asistencia en caso de enfermedad. Respecto de los menores, los 
alimentos comprenden, además, los gastos necesarios para la educación primaria del 
alimentista y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a su 
sexo y circunstancias personales." Como se ve, el concepto legal es en este caso mucho 
más amplio que el vulgar. Las normas de definición pueden también referirse a términos 
exclusivamente técnicos. Citaremos como ejemplo el artículo 2893 del propio Código, 
definidor de la hipoteca. 

Las permisivas tienen carácter secundario cuando establecen excepciones   en 
relación con otras normas. Del Vecchio cita como ejemplo la oposición según la cual el 
mandatario puede renunciar al mandato, facultad que implica una excepción al principio 
de que los contratos legalmente celebrados deben ser puntualmente cumplidos, sin que la 
rescisión de los mismos pueda quedar al arbitrio de una de las partes. Otro caso está 
constituido por las normas en que se exime a determinadas empresas o explotaciones del 
pago de impuestos, atendiendo a consideraciones económicas o de cualquiera otra índole. 
En el Estado de Chihuahua, verbigracia, los terrenos madereros no reportan esa carga.14 

Pertenecen también a la categoría de las secundarias las de interpretación, o 
interpretativas. La interpretación de un precepto legal puede ser hecha por el legislador 
mismo, en una nueva ley (interpretación auténtica o legislativa). Las de interpretación 
refiérense, por su misma esencia, a otros preceptos cuyo sentido y alcance determinan. 
Éstos son, por consiguiente, frente a aquéllas, normas primarias. 

El grupo más numeroso e importante de las secundarias está constituido por las 
sancionadoras. El supuesto jurídico de éstas es la inobservancia de los deberes impuestos 
por la disposición sancionada. Kelsen expresa la relación entre las dos normas —
sancionada y sancionadora— por medio de la fórmula: Si A es, debe ser B; si B no es, 
debe ser C. La primera parte del enunciado corresponde a la norma sancionada, la 
segunda a la sancionadora. Las consecuencias jurídicas que la última establece (deber de 
ciertos órganos del Estado de imponer al violador tal o cual castigo) no pueden 
actualizarse sino en el caso de que la otra regla sea infringida. 

Las sancionadoras no siempre se refieren a normas contenidas en los textos legales. 
Kelsen subraya el hecho de que los preceptos del Código Penal castigan casi siempre, la 
violación de deberes no formulados en aquellos textos. En dicho Código no encontramos 
normas que digan: se prohibe matar, robar, defraudar, falsificar, sino reglas que 
establecen simplemente las penas en que incurren los que cometen homicidios, robos, 
fraudes, falsificaciones, etc. Esto no significa que las mencionadas reglas no tengan 
carácter secundario; quiere decir tan sólo que las primarias por ellas sancionadas deben 
sobrentenderse. 
 
 
11. CLASIFICACIÓN DE LAS NORMAS JURÍDICAS DESDE EL PUNTO DE VISTA DE SU 
RELACIÓN CON LA VOLUNTAD DE LOS PARTICULARES. NORMAS TAXATIVAS Y 
NORMAS DISPOSITIVAS. 
 
                                                           
14 Artículo 216, fracción XVI del Código Fiscal del Estado de Chihuahua. 

 78



Introducción al Estudio del Derecho 
 

Son taxativas aquellas que obligan en todo caso a los particulares, 
independientemente de su voluntad. Llámanse dispositivas las que pueden dejar de 
aplicarse, por voluntad expresa de las partes, a una situación jurídica concreta. Del 
Vecchio ofrece las definiciones siguientes: "Las normas taxativas (llamadas también 
normae congenti o ius cogens) son —a tenor de la doctrina corriente— aquellas que 
mandan o imperan independientemente de la voluntad de las partes, de manera que no es 
lícito derogarlas, ni absoluta, ni relativamente, en vista al fin determinado que las partes 
se propongan alcanzar; porque la obtención de este fin está cabalmente disciplinada por la 
norma misma. Se suele citar, a este propósito, la máxima: “ius publicum privatorum 
pactis mutari nequit”. En cambio, las dispositivas (ius dispositivum) son aquellas que sólo 
valen cuando no existe una voluntad diversa de las partes, manifestada legalmente."15 

Según el autor citado, las dispositivas divídense en interpretativas y supletivas. Las 
primeras, como su nombre lo indica, sirven para interpretar la voluntad de las personas 
que han intervenido en un negocio jurídico; las supletivas se aplican en ausencia de una 
regulación especial establecida por los contratantes. 

Los actos violatorios de las taxativas no producen efecto jurídico alguno. Esta regla 
ha sido consagrada en el artículo 8° del Código Civil: 

"Los actos ejecutados contra el tenor de las leyes prohibitivas o de interés público 
serán nulos, excepto en los casos en que la ley ordene lo contrario." 

El citado artículo relaciónase con el 6° del mismo Código, cuyo texto es como 
sigue: "La voluntad de los particulares no puede eximir de la observancia de la ley, ni 
alterarla o modificarla. Sólo pueden renunciarse los derechos privados que no afecten 
directamente al interés público, cuando la renuncia no perjudique derechos de tercero." 

Como ejemplo de una norma dispositiva de interpretación podemos citar el artículo 
1958 del propio ordenamiento. Según dicho artículo "el plazo se presume establecido en 
favor del deudor, a menos que resulte, de la estipulación o de las circunstancias, que ha 
sido establecido en favor del acreedor o de las dos partes". 

El texto revela el carácter dispositivo de la regla, ya que los contratantes pueden 
establecer una norma diversa de la que el precepto fórmula. Son supletivas las siguientes 
del Código Civil del Distrito Federal: 

"Artículo 2080. Si no se ha fijado el tiempo en que debe hacerse el pago y se trata de 
obligaciones de dar, no podrá el acreedor exigirlo sino después de los treinta días siguientes a 
la interpelación que se haga, ya judicialmente, ya en lo extrajudicial, ante un notario o ante dos 
testigos. Tratándose de obligaciones de hacer, el pago debe efectuarse cuando o exija el 
acreedor, siempre que haya transcurrido el tiempo necesario para el cumplimiento de la 
obligación." 

"Artículo 2084. Si el pago consistiere en una suma de dinero como precio de alguna 
cosa enajenada por el acreedor, deberá ser hecho en el lugar en que se entregó la cosa, salvo 
que se designe otro lugar." 

"Artículo 2086. Los gastos de entrega serán de cuenta del deudor, si no se hubiere 
estipulado otra cosa." 

En los casos a que se refieren los artículos preinsertos, las reglas que encierran sólo 
se aplican si las partes no han establecido algo diverso. 

                                                           
15 Filosofía del Derecho. 2ª ed. española, pág. 437. 
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CUADRO SINÓPTICO 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

a) privadas 
 
b) públicas 

a) orgánicas 
b) de comportamiento 
c) mixtas g) Desde el punto de 

vista de su jerarquía. 

1. Civiles 
 
2. mercantiles 

1. Constitucionales 
2. Administrativas 
3. Penales 
4. Procesales 
5. Internacionales 
6. Industriales 
7. Agrarias 
 

f) Desde el punto de 
vista de su ámbito 
personal de validez. 

e) Desde el punto de 
vista de su ámbito 
material de validez. 

d) Desde el punto de 
vista de su ámbito 
temporal de validez. 

c) Desde el punto de 
vista de su ámbito 
espacial de validez. 

Clasificación de las normas 

b) Desde el punto de 
vista de su fuente 

a) Desde el punto de 
vista del sistema a 
que pertenecen 

1. Constitucionales 
 
2. Ordinarias 
 
3. Reglamentarias 
 
4. Individualizadas 
 

a) genéricas 
 
b) individualizadas 

II. De derecho privado 

I. De derecho público 

1. De vigencia indeterminada 
 
2. De vigencia determinada 

a) de los Estados 
 
b) de los Municipios 

1. Generales (federales) 
 
2. Locales 

1. Legislativas 
2. Consuetudinarias 
3. Jurisprudenciales 

1. Nacionales 
2. Extranjeras 
3. De derecho uniforme 
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CUADRO SINÓPTICO (Cont.) 
 
 
 
 
 
 

 

a) leges perfectae 
 
b) leges plus quam perfectae 
 
c) leges minus quam perfectae 
 
d) leges imperfectae 
 

 

 
 
 
 
 

a) positivas o permisivas 
 
b) prohibitivas o negativas 

 
 

 

1. Primarias 
 
 
 
 
2. Secundarias 
 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

a) taxativas 
 
b) dispositivas 

 
 
 

k) Desde el punto de 
vista de sus relaciones 
con la voluntad de los 
particulares 

a) de iniciación de 
     la vigencia 
 

b) de duración de 
     la vigencia 
 

c) de extinción de 
     la vigencia 
 

d) declarativas o  
     explicativas 
 

e) permisivas 
 

f) interpretativas 
 

g) sancionadoras 
 

j) Desde el punto de 
vista de sus relaciones 
de complementación 

i) Desde el punto de 
vista de su cualidad 

h) Desde el punto de 
vista de sus sanciones 
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